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que, en caso de materializarse dicha 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLIN  
2022-017 

SALA CUARTA CIVIL DE DECISION 
 

Medellín, ocho (8) de julio de dos mil veintidós (2022) 
 
 

Decídase la apelación que el actor popular interpusiera frente a la 

sentencia del 21 de febrero de 2022, proferida por el Juzgado 

Diecisiete Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, dentro de la 

acción popular instaurada por Bernardo Abel Hoyos Martínez en 

contra del Banco de Bogotá. 

 

I. ANTECEDENTES 
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1. Pretende el actor popular que se declare a la entidad 

demandada como responsable de la vulneración del derecho 

colectivo de las personas en situación de discapacidad motriz 

consagrados en los literales d), g) y m) del art. 4.º de la Ley 472 

de 1998.  

 

2. Como sustrato de su pedimento, se compendian:  

 

El actor popular considera que la existencia de escalones en el 

local ubicado en la Calle 50 No. 55-37 de Medellín, donde 

funciona una sucursal del Banco de Bogotá, amenaza los 

derechos colectivos al goce del espacio público, pues infringe la 

normatividad urbanística por la presencia de una barrera 

arquitectónica que impide la movilidad autónoma y segura de las 

personas con movilidad reducida, en concordancia con lo 

preceptuado en la Ley 361 de 1997, Decreto 1538 de 2005 y 

demás normas concordantes o complementarias. 

 

3. Trámite procesal y contradicción 

 

a) La acción popular fue admitida mediante auto del 6 de julio de 

2018, allí se ordenó la notificación a la entidad demandada, 

comunicar a la Procuraduría Regional Antioquia, oficiar a la   

Defensoría del Pueblo y a la Subsecretaría de Espacio Público de 

Medellín, así como la publicación preceptuada por el art. 21 de la 

Ley 472 de 1998.  

 

b) La Procuraduría General de la Nación adujo que si de las 

pruebas allegadas y de las que se llegaren a recaudar se 

demuestra que la entidad demandada no cuenta con las 
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adecuaciones completas para el acceso a personas con movilidad 

reducida, se acceda a las pretensiones. Como petición especial 

solicitó que se oficiara a la Oficina de Instrumentos Públicos a fin 

de establecer quién era el propietario del local a fin de evitar 

futuras nulidades. (fls. 63 a 66, Archivo 1) 

 

c) El banco demandado dio respuesta al libelo oponiéndose a 

todas y cada una de las pretensiones y planteando en su defensa 

como excepciones de mérito falta de legitimación por pasiva, 

inexistencia de vulneración de derechos, no poseer ninguna 

titularidad respecto del inmueble y caducidad de la acción; las que 

fundamentó  en que en el inmueble no funciona una oficina del 

Banco de Bogotá, por lo tanto, no podía ser responsable de la 

presunta violación de la normatividad sobre accesibilidad a 

edificios e inmuebles privados. Aportó certificado de registro 

mercantil, expedido por la Cámara de Comercio de Medellín para 

Antioquia de fecha 5 de julio de 2018, en el que se relacionan 

todas y cada una de las oficinas que hacen parte de la red de sus 

oficinas en Antioquia, a lo que sumó que no tenía la titularidad del 

derecho de dominio. (fls. 80 a 114, Archivo 1) 

 

d) La Subsecretaria de Gestión y Control Territorial de Medellín 

allegó el informe técnico donde se indica que: “Consultados los 

archivos del Departamento Administrativo de Planeación, se 

encontró licencia de construcción N° 807/69”. Que en visita 

técnica realizada al inmueble de la calle 50 No. 55-37 se observó: 

“Existen dos gradas entre el piso acabado del andén sobre la 

Calle 50 y el nivel de piso acabado del establecimiento, una grada 

posee aproximadamente 0.20 metros y la otra grada es variable, 

toda vez que el andén presenta una inclinación o desnivel, lo que 



__________________________________________________________________            
05001 31 03 017 2018 00290 01                                                                      JCSL                        
   

4 

representa una barrera para accesibilidad para personas con 

movilidad reducida”. (fl. 129, Archivo 1)  

 

e) El 26 de septiembre de 2018 el actor popular manifestó que la 

dirección del local es la calle 50 No. 55-51 Av. Colombia. (fl. 116, 

Archivo 1) 

 

f) El 5 de junio de 2019, se realizó audiencia de pacto de 

cumplimiento, la cual se declaró fallida por inasistencia del 

promotor de la acción. (fl. 150, Archivo 1)  

 

g) Por auto del 13 de agosto de 2019 se ordenó a la entidad 

municipal que rindiera su informe en el local ubicado en la calle 51 

No. 55-51 Av. Colombia, requerimiento que fue atendido 

manifestando que se presenta un desnivel de 0.35 metros entre el 

piso acabado del andén y el área de servicio, el que se supera a 

través de dos escalones, pero sin rampa de acceso. (fls. 163 y 

172 a 173, Archivo 1)   

 

h) Mediante auto del 25 de febrero de 2020, se declaró nulidad de 

la actuación por falta de garantía del derecho de defensa de la 

entidad accionada, por cuanto no había una plena 

individualización y singularidad de la edificación (fls. 197 a 198, 

Archivo 1).  

 

i) Por auto del 31 de mayo de 2021 se convocó nuevamente a 

audiencia de pacto de cumplimiento, reanudando la actuación 

viciada. En ella se ordenó dictamen sobre la existencia de 

escalones que se conviertan en barrera arquitectónica de 

obstrucción a la libre, autónoma y segura movilidad de personas 
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con movilidad reducida, respecto de la edificación situada en la 

calle 50 No. 55-51, donde funciona sucursal del Banco de Bogotá.  

 

j) El Informe técnico rendido por la Subsecretaría de Control 

Urbanístico puso de presente que la sucursal había dejado de 

funcionar en ese inmueble, y que no estaba habilitado el acceso a 

personas con movilidad reducida. (Archivo 7) 

 

k) La audiencia se realizó el 5 de agosto de 2021, declarándose 

fallida ante la falta de iniciativa para concretar pacto de 

cumplimiento, por lo que se decretaron y practicaron pruebas. 

(Archivo 16)  

 

l) El 3 de septiembre de 2021, se corrió a las partes término 

común de cinco días para presentar escrito de alegaciones, pero 

guardaron silencio. 

 

II. DE LA SENTENCIA APELADA 

 

Mediante providencia del 21 de febrero pasado, el juez de 

conocimiento declaró superada la vulneración por parte del Banco 

de Bogotá, y para decidir de esa manera manifestó:  

 

“En ese contexto, se logró demostrar que la edificación donde 

funcionaba la sucursal del Banco de Bogotá, no cumplía con las 

normas técnicas estructurales que permitían el acceso seguro a las 

personas con movilidad reducida; no obstante, las condiciones de 

acceso a la edificación y las previsiones técnicas que debían adoptarse 

en la edificación, escapaban a la obligación y responsabilidad del aquí 

accionado. En primera medida por cuanto se constató que el Banco de 

Bogotá no es propietario de las instalaciones ubicadas en la calle 50 

No. 51-51 de Medellín; y en segundo lugar, porque el Banco de 

Bogotá, allegó certificado de Cámara de Comercio en la que se 
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refrenda el cierre definitivo de la agencia o sucursal del Banco de 

Bogotá en la calle 50 No. 51-51 de Medellín, la que como indicó la 

representante legal del Banco en el interrogatorio absuelto, es la 

misma sucursal con nomenclatura Calle 50 # 51-51 que se suscribe en 

el registro mercantil (pdf 15); cierre que se hizo efectivo desde el 23 de 

octubre de 2020.  

 

“Es así, que el cierre definitivo del establecimiento y la falta de 

titularidad de la accionada respecto del mismo, hace improcedente 

que, frente a la misma, se pueda dar orden pro eficacia de derechos. 

Adicionado a que la adecuación del local por sí mismo, se torna 

físicamente imposible al tenor del análisis efectuado en el informe 

técnico allegado.  

 

“Sin embargo, a pesar de la circunstancia sobreviniente, la excepción 

de falta de legitimación por pasiva, no está llamada a prosperar, pues 

si bien inicialmente la acción estuvo mal encaminada, el Juzgado 

dispuso lo necesario para corregir los yerros advertidos en procura de 

resguardar la comunidad que está siendo afectada y en orden a proferir 

una sentencia coherente con el reclamo del actor popular. De manera 

que se esclareció la identidad del inmueble y la titularidad de quien 

conformaría la parte pasiva de esta acción.  

 

“Pero como ya se indicó, no puede imponerse orden que resguarde la 

protección del derecho colectivo, por cuanto el local objeto de esta 

acción, se encuentra desocupado, y no hay prueba de que en el mismo 

se esté ejercitando una actividad comercial que pueda necesitar la 

adecuación de las instalaciones para personas con limitantes de 

movilidad, y a su vez, se desconocen los sujetos pasivos que puedan 

tener injerencia en la resolución de este trámite. Por lo que en estas 

circunstancias deviene propicio declarar el hecho superado en lo que 

respecta esta acción frente al Banco de Bogotá, por acaecimiento de 

una situación sobreviniente”. 

 

 

III. LA IMPUGNACIÓN 

 

El actor popular impugnó la decisión, sustentada en similares 

argumentos de su escrito inicial, refiriéndose al trámite procesal 

realizado; así mismo, señala que se omitió evaluar objetivamente 
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las circunstancias fácticas de hecho y de derecho, no se dio la 

orden de “no repetición”, determinada en el artículo 34 de la ley 

472 de 1998 y por último se refirió al monto de las agencias en 

derecho que le fueron fijadas. 

 

En esta instancia el actor popular elevo como petición (1) dar la 

orden de no repetir, (2) condenar en costas en esta instancia y (3) 

ordenar ajustar la tarifa de las condignas agencias en derecho a 

los criterios legales determinados por las leyes vigentes. (Cdno. 2ª 

instancia, archivo 10)  

 

IV. CONSIDERACIONES 

 

1. Como puede verse, se cumplen todos los presupuestos 

procesales legales para emitir un fallo de fondo como son: 

demanda en forma, competencia, capacidad para ser parte y 

capacidad para obrar procesalmente. 

 

2. Como se advirtió en la narración de los antecedentes, si bien al 

presentarse la demanda la entidad demandada vulneraba los 

derechos colectivos rogados, al momento de proferirse la 

sentencia en primera instancia había dejado de funcionar la 

sucursal del Banco de Bogotá en el local ubicado calle 50 No. 51-

51, a lo que se suma que no está acreditado que esa entidad del 

sector financiera sea la propietaria del inmueble, por lo que, como 

concluyó el  a quo,  era improcedente expedir orden de amparo en 

su contra.   

 

3. Por lo tanto, al ser el objeto primario de esta acción la 

protección de las garantías generales, se parte de la premisa 
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fáctica de su conculcación, por eso en aquellos casos en que ha 

cesado la vulneración o amenaza del derecho a proteger en sede 

constitucional, se produce el fenómeno del hecho superado, 

supuesto que se optimiza cuando ha desaparecido la situación de 

hecho que provocó la transgresión al bien jurídicamente protegido 

por la Constitución, produciéndose como consecuencia lógica, la 

cesación de los efectos jurídicos posteriores a su acaecimiento, 

quedando sin asidero cualquier decisión de fondo sobre el asunto 

debatido, por carecerse de objeto material para juzgar. 

 

4. la Corte Constitucional ha dicho: “…de modo que si la situación 

de hecho de lo cual esa persona se queja ya ha sido superada en 

términos tales que la aspiración primordial en que consiste el 

derecho alegado está siendo satisfecha, consecuencia, la posible 

orden que impartiera el juez caería en el vacío”1. 

 

El Consejo de Estado ha adoptado idéntico criterio para evaluar si 

el fenómeno de carencia actual de objeto se ha presentado o no 

en el curso de una acción popular y así se ha pronunciado: 

 

“En reciente sentencia2 , la Sección Primera de esta Corporación 

reiteró la jurisprudencia sentada desde 2003, según la cual este tiene 
lugar ante las siguientes dos circunstancias: i) la primera de ellas, 
cuandoquiera que se ha superado la afectación de los derechos e 
intereses colectivos y no es procedente ordenar la restitución de las 
cosas a su estado anterior, por no ser ya necesario; o ii) cuando 
acaece un daño consumado y no es posible acudir a la restitución. 
Cuando tales supuestos se presentan, la orden judicial sería inocua, 
por lo cual deben denegarse las pretensiones. Ahora bien, la 
jurisprudencia constitucional ha reconocido que, mientras 
permanezcan vigentes los hechos que han dado lugar a la 
interposición de la demanda, no se configura el fenómeno de la 
carencia de objeto3 . Lo anterior ocurre, por ejemplo, cuando la 
autoridad administrativa ha adelantado alguna actuación tendente a la 

                                                 
1 Corte Constitucional. Sentencia T- 699 de 2008. M.P. Clara Inés Vargas Hernández.  
2 Sent. Febrero 8 de 2018 MP María Elizabeth García 
3 Corte Constitucional T 366 de 1999 
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superación de la situación que ocasiona la vulneración o amenaza de 
los derechos, sin que ello implique que cesó la conducta o los hechos 
que dieron lugar al reclamo de amparo de dichos derechos. Esta 
Corporación se ha pronunciado en igual sentido, cuando en el curso 
de una acción popular ha encontrado que la vulneración de los 
derechos colectivos invocados persiste, a pesar de que el demandado, 
o aun las autoridades judiciales de conocimiento consideran que la 
situación conculcadora cesó. Así, por ejemplo, en sentencia de 30 de 
junio de 2017, la Sección Primera consideró que no había lugar a 
declarar la carencia actual de objeto en la medida en que “no se probó 
que hubiese desaparecido la situación de transgresión de los derechos 
colectivos cuyo amparo se perseguía [al goce a un ambiente sano, el 
acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y 
oportuna; a la seguridad y prevención de desastres previsibles 
técnicamente; y los derechos de los consumidores y usuarios]”. Si bien 
se allegaron al expediente algunos informes técnicos que daban 
cuenta de la disminución de la problemática alertada en la acción por 
cuenta de algunas actuaciones adelantadas por las entidades, era 
claro que hacía falta la adopción de otras medidas para mitigar el 
riesgo4. Esta Corporación ha mantenido de forma reiterada que, a 
pesar de que en el curso del proceso se alegue la superación de la 
situación que dio lugar a la instauración de la demanda, es necesario 
que se pruebe tal circunstancia y que el juez “verifique el cese de la 
amenaza o vulneración de los derechos colectivos aducidos por el 
actor popular”5 y, en caso de encontrar que la amenaza o la 
vulneración subsiste, no es posible declarar el hecho superado6 . 

 
En sentencia de 29 de agosto de 2013, la Sección Primera reiteró que 
“la carencia de objeto por haberse superado el hecho vulnerador que 
originó la acción, se da cuando se comprueba que entre la 
presentación de ésta y el momento de dictar el fallo cesó la amenaza o 
vulneración del derecho cuya protección se había solicitado”. Y añadió 
que en caso de materializarse dicha hipótesis, “ya no será necesaria la 
orden de protección, pero en todo caso, debe el juez declarar que la 
mencionada amenaza o vulneración existió pero desapareció”7 . Bajo la 
postura así establecida, esta Corporación ha entrado a analizar el 
fondo de la cuestión planteada en diversas acciones populares, a pesar 
de haberse configurado el fenómeno de carencia actual de objeto por 
hecho superado. Se ha considerado de suma importancia declarar que 
la vulneración o amenaza de derechos colectivos existió, aun cuando al 
momento de proferir el fallo ya no sea procedente emitir una orden de 
protección de los derechos invocados. Incluso, ha ido más allá, y ha 
afirmado que el hecho superado no excluye la responsabilidad 
imputada por la vulneración de los derechos colectivos invocados.” 

 

                                                 
4 Sent junio 30 de 2017. MP Roberto Augusto Serato Valdés 
5 Sent. Julio 11 de 2013 MP. María Elizabeth García González 
6 Sent enero 30 de 2014 MP. María Elizabeth García González 
7 Sentencia Agosto 29 de 2013 MP. Marco Antonio Velilla  
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5. Con relación a la orden de no repetición, sencillamente el 

artículo 34 de la Ley 472 de 1998 señala en lo pertinente que la 

sentencia contendrá “La orden de hacer o de no hacer definirá de 

manera precisa la conducta a cumplir con el fin de proteger el 

derecho o el interés colectivo amenazado o vulnerado y de 

prevenir que se vuelva a incurrir en las acciones u omisiones 

que dieron mérito para acceder a las pretensiones del 

demandante…” Luego, improcedente la orden que el recurrente 

echa de menos, en tanto es claro que está atada a la prosperidad 

de las pretensiones, pero  ello no elimina la condena en costas, 

frente a la que el artículo 38  de la Ley 472 de 1998, remite al 

Código de Procedimiento Civil, entiéndase Código General del 

Proceso, y se precisa que las costas, como las agencias en 

derecho corresponden a los costos en los que la parte beneficiaria 

de la condena incurrió en el proceso, siempre que exista prueba 

de su existencia, de su utilidad y de que correspondan a 

actuaciones autorizadas por la ley. De esta manera, las costas no 

se originan ni tienen el propósito de ser una indemnización de 

perjuicios causados por el mal proceder de una parte, ni pueden 

asumirse como una sanción en su contra8. 

 

Sin embargo, la gestión judicial desplegada por el actor popular 

en esta instancia resultó ineficaz, y siendo así no puede pretender 

condena en costas en su favor, y a pesar de la improsperidad del 

recurso, tampoco la habrá en contra suya por no advertir la Sala 

temeridad o mala fe en su impugnación.  

 

6.  Finalmente, su censura frente al monto de las agencias fijadas 

en la sentencia recurrida, en asunto que se controvierte mediante 

                                                 
8 C-157 de 2013 
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los recursos de reposición y apelación contra el auto que aprueba 

la liquidación de costas (regla 5 art. 366 C. general del Proceso)  

 

V. DECISION 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Medellín en 

Sala Cuarta Civil de Decisión, administrando justicia en nombre 

de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

CONFIRMA la sentencia que apelada. Sin costas en esta 

instancia por no haberse causado.  

 

NOTIFIQUESE 

 
 

 
JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 

Magistrado 
 
 

 
 
 

 
JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 

Magistrado 
 
 
 

 
 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 
Magistrada 

 

 

 


